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CONSTANCIA SECRETARIAL: Se le informa al señor Juez que, la presente demanda fue inadmitida 

mediante auto que se notificó por estado el 10 DE FEBRERO DEL 2022. Los términos para subsanar se 

surtieron de la siguiente manera: 

 

NOTIFICACIÓN AUTO INADMISORIO: 10 de febrero del 2022 

CINCO (5) DÍAS PARA SUBSANAR: 11, 14, 15, 16 y 17 de febrero del 2022 

DÍAS INHÁBILES: 12 y 13 de febrero del 2022 por ser fin de semana 

 

Dentro del término legal se presentó escrito de subsanación. 

  

En la fecha, 21 DE FEBRERO DEL 2022, remito la actuación al señor Juez para resolver lo pertinente. 

 
ÁNGELA IVONNE GONZÁLEZ LONDOÑO 

SECRETARIA 

 

 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO SEGUNDO CIVIL DEL CIRCUITO DE MANIZALES -CALDAS- 

 

Manizales -Caldas-, veintiocho (28) de febrero del dos mil veintidós (2022) 

 

PROCESO  : EJECUTIVO - OBLIGACIÓN DE HACER 

RADICADO  : 17-001-31-03-002-2022-00020-00 

DEMANDANTE : PAULA ANDREA TORO MONROY 

DEMANDADO  : JUAN JOSÉ GREGORIO LONDOÑO MARTÍNEZ 

 

Auto I. # 114-2022 

 

El proceso anteriormente referenciado, fue inadmitido mediante auto que se notificó 

por estado el 10 DE FEBRERO DEL 2022; y, dentro del término legal, se presentó escrito 

de subsanación. 

 

Revisada nuevamente el libelo genitor con la subsanación y sus anexos, el Despacho 

se ve compelido a rechazar la demanda por las siguientes razones: 

 

1. El poder conferido no tiene constancia de trazabilidad que haya sido remitido 

directamente desde el correo electrónico de la poderdante. 

 

Si bien, el decreto 806 del 2020 facultó para que los poderes se otorgaran a través de 

mensajes de datos y sin necesidad de presentación personal; se debe tener 

constancia que el mandato conferido debe provenir del correo electrónico del 

poderdante a través del “intercambio electrónico de datos (EDI)”, con el fin de 
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garantizar que efectivamente ha sido el mandante quien confiere el poder y no otra 

persona.1 

 

Para el caso particular, se evidencia que el mandato fue conferido a través de un 

documento electrónico; no obstante, no se observa la trazabilidad de que el mismo 

hubiese sido remitido desde el correo electrónico de la demandante; por lo tanto, al 

no tener certeza de que este se haya conferido directamente por quien pretende 

ejecutar, no se cumple con el derecho de postulación, motivo por el cual, no puede 

dársele trámite a la demanda presentada. 

 

2. No obstante lo anterior, observa el Despacho otro tipo de falencias que no fueron 

corregidas. 

 

a). Pretende la parte demandante que se ordene al accionado a dar cumplimiento a 

la obligación contenida en la cláusula segunda del contrato de promesa de 

compraventa en el sentido de levantar los gravámenes y medidas cautelares allí 

relacionadas; efectuar la tradición del bien, aunado al pago de los perjuicios 

moratorios pactados en la cláusula octava del citado negocio jurídico por un importe 

de $36’000.000,00. 

 

Auscultado el instrumento jurídico que se pretende ejecutar, en su cláusula segunda se 

indicó que: 

 

 
 

En dicha cláusula no hay ninguna obligación contenida a cargo del promitente 

vendedor, allí simplemente se garantiza que el bien está libre de gravámenes; pero, se 

hace relación de los existentes y que la promitente compradora conoce de los 

mismos; pero en ninguna parte de la redacción del clausulado se estipula que la 

entrega se hará libre de dichos gravámenes; por lo tanto, la obligación que se 

pretende ejecutar no se torna ni expresa, ni clara, ni exigible. 

                                                   
1 Para el efecto se puede ver el Auto del 3 de septiembre del 2020 proferido por la Sala de Casación Penal dentro del radicado 55194, 

con ponencia del Magistrado Hugo Quintero Bernate. 
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Además, busca la parte actora que se ejecute por los perjuicios causados; es decir, no 

solo pretende el cumplimiento de una obligación que, como ya se dijo, se torna 

inexistente en la cláusula referenciada; si no que, adicionalmente, busca el 

reconocimiento de los perjuicios de la cláusula octava. Este apartado del contrato 

establece lo siguiente: 

 

 
 

Como puede evidenciarse, la cláusula octava en ningún momento determina una 

indemnización por perjuicios; allí lo que se pactó fue una cláusula penal por el 

incumplimiento de alguna o todas las obligaciones del contrato de promesa. 

 

De acuerdo con la redacción del contrato, la cláusula penal pactada se puede 

ejecutar sin necesidad de requerimiento judicial ni constitución en mora; es decir, que 

de conformidad con lo estipulado en el art. 1594 del CC, el contratante cumplido 

puede, a su arbitrio, solicitar el cumplimiento de la obligación principal o el pago de la 

cláusula penal por el incumplimiento. 

 

Tal precepto normativo indica que: 

 

Antes de constituirse el deudor en mora, no puede el acreedor demandar a su arbitrio la 

obligación principal o la pena, sino solo la obligación principal; ni constituido el deudor en 

mora, puede el acreedor pedir a un tiempo el cumplimiento de la obligación principal y la 

pena, sino cualquiera de las dos cosas a su arbitrio; a menos que aparezca haberse 

estipulado la pena por el simple retardo, o a menos que se haya estipulado que por el pago 

de la pena no se entienda extinguida la obligación principal. 
 

Como puede verse, el contratante cumplido no puede solicitar la ejecución tanto de 

la obligación principal como de la pena.  

 

En el caso particular, como se estipuló en la cláusula octava que, no había necesidad 

de constituir el deudor en mora ni efectuarle requerimiento judicial para el pago de la 

pena; por lo tanto, al tenor de los arts. 94 y 423 del CGP, la notificación del 
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mandamiento de pago hará las veces de tal constitución, por lo que, para el caso 

particular, la parte ejecutante solamente puede solicitar la ejecución de la obligación 

principal o la ejecución de la pena por el incumplimiento de ésta. 

 

Así las cosas, se continúa con una indebida acumulación de pretensiones que no fue 

subsanada. 

 

3. Con la pretensión subsisidiaria, se busca la ejecución de unos perjuicios no pactados 

en el contrato que se pretende ejecutar. Solicitó la parte actora lo siguiente: 

 

 
 

Tal pretensión, así se haya pactado de forma subsidiaria, no puede acumularse con la 

principal, ni siquiera tramitarse bajo el mismo proceso. 

 

En primer lugar, en ninguna de las cláusulas del contrato se pactó una indemnización 

por perjuicios compensatorios, por lo tanto, allí la obligación se torna en inexistente 

para que se libre una orden de apremio por aquélla. 

 

En segundo lugar, al no estar plasmada una indemnización por dicho concepto, debe 

la parte actora adelantar un proceso declarativo para que allí se determine el monto 

de tales perjuicios. 

 

Así las cosas, tales pretensiones no pueden acumularse, ni siquiera de forma subsidiaria; 

motivo por el cual, la demanda no fue subsanada en debida forma. 

 

Aunado a la anterior, el art. 1600 del CC establece que no se puede solicitar a la vez la 

pena y la indemnización por perjuicios, a no ser que así se haya pactado en el 

contrato; y, como dicha cosa no ocurrió, no puede ahora la parte actora solicitar 

ambas, ni siquiera, de forma subsidiaria; reiterándose que, los últimos, no fueron 

pactados para poder ser ejecutados. 

 

En ese orden de ideas, al no contarse con el derecho de postulación y, al no haberse 

subsanado la demanda en debida forma, tal como se expuso anteriormente, la 

demanda será rechazada. 

 

Finalmente, se hace claridad a la parte actora frente a la presentación de los anexos 

de la demanda; si bien, allegó captura de pantalla con la que pretende demostrar el 

envío de tales documentos al correo electrónico del Juzgado; este no es el medio 
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idóneo para ello; pues, para tal efecto, los documentos deben ser cargados al 

aplicativo del Centro de Servicios Judiciales para los Juzgados Civiles y de Familia de 

Manizales, por medio del enlace o ventanilla virtual 

http://190.217.24.24/recepcionmemoriales/. 

En mérito de lo expuesto, el JUZGADO SEGUNDO CIVIL DEL CIRCUITO DE MANIZALES -

CALDAS- 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: RECHAZAR por indebida subsanación la presente demanda para tramitar 

por el proceso EJECUTIVO - OBLIGACIÓN DE HACER promovida por PAULA ANDREA 

TORO MONROY en contra de JUAN JOSÉ GREGORIO LONDOÑO MARTÍNEZ de 

conformidad con lo dicho en la parte motiva de esta providencia. 

 

SEGUNDO: No hay lugar a ordenar la devolución de anexos, toda vez que la 

actuación se surtió totalmente en forma digital y virtual. 

 

TERCERO: Ejecutoriado este auto, ARCHIVAR la actuación, previa cancelación de sus 

anotaciones en el aplicativo Siglo XXI. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
JOSÉ EUGENIO GÓMEZ CALVO 

JUEZ 

 

Juzgado Segundo Civil del 

Circuito de Manizales 

NOTIFICACIÓN POR ESTADO 

ELECTRÓNICO Nº 014 

DEL 1° DE MARZO DEL 2022 

 

 
ÁNGELA IVONNE GONZÁLEZ LONDOÑO 

SECRETARIA 
 

Proyectó: Andrés M. Of/May. 

http://190.217.24.24/recepcionmemoriales/

